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 A Félix Lasheras Mayo, funcionario ejemplar, historiador y buen amigo, quien seguramente sabría enriquecer este ensayo con sus agudas reflexiones.





Prólogo


 Enhorabuena estimado lector. Ambos somos afortunados. Usted por tener en sus manos una obra de José Ramón Chaves sobre un tema transcendental de nuestro Estado del Bienestar: el empleado público. Por lo que a mí respecta, he sido agraciado con el honor de prologarla debido a la amistad que me une a su autor desde hace más de 30 años, cuando ambos ingresamos en la función pública universitaria. Disfrutemos pues de la parte que nos toca a cada uno.

¿Por qué este ensayo sobre los funcionarios? Vivimos en una sociedad donde sus múltiples variantes están presentes en nuestra existencia. Están (¡estamos!) por todos lados. Desde el mismo momento en que nacemos, pues muy probablemente un empleado de la sanidad pública será nuestro primer contacto exterior. El segundo será el encargado del registro civil y hasta nuestras últimas voluntades podrán quedar allí recogidas, quizás tras la certificación de un forense —que también es funcionario— con nuestras propiedades atribuidas por otros funcionarios que cobran por arancel.

Es imposible escapar. Somos muchos. Casi tres millones en España.

Kelsen popularizó la diferencia entre el recaudador y el asaltante como esencia del Estado de Derecho. Utilicemos el argumento de modo inverso: ¿Qué tienen en común una profesora universitaria arengando a sus estudiantes en plena manifestación y el policía uniformado cuya presencia evita que se ocasionen disturbios? ¿Y con la enfermera que alivia en Urgencias la herida de un porrazo policial? ¿Y con la juez que le impone una multa? ¿Y con el cartero que se la notifica? Sí, comparten el estatuto de empleados públicos. Funcionarios en sentido amplio, solemos decir, simplificando la diversa naturaleza jurídica del variado catálogo de trabajadores al servicio de nuestros poderes públicos.

Siendo tantos y en tan distintos sectores e instituciones ¿es posible aportar algo coherente que interese a colectivos tan dispares como los oficinistas o los bomberos? Unos siguen protocolos rígidos y rutinarios, otros improvisan constantemente. Sin embargo, todos ellos comparten y superan retos como el sistema de acceso o de promoción profesional, su ubicación en una plantilla o la cercanía al cargo político. También tienen en común el impulso del respectivo servicio.

En la tradicional sociedad japonesa hay un término arraigado para describir el sentido feliz de la vida y hasta puede ser la razón de la envidiada longevidad nipona. Se llama Ikigai. Un concepto que está en la confluencia entre lo que nos gusta, en lo que somos buenos, aquello con lo que podemos ganarnos la vida y lo que necesita el resto del mundo. Está claro que un ideal así puede alcanzarse en el servicio público. Les aseguro que Chaves cumple con desahogo esos cuatro objetivos del Ikigai, situándose en esa antesala de la felicidad, en una fructífera madurez profesional y personal.

Aún recuerdo cuando trabajábamos juntos en la Universidad de Salamanca. Él, como Director de los servicios jurídicos, pasaba regularmente y cargado de energía por el despacho de la Gerencia, cuya secretaria Nieves Carbajo, sabía que estaba llegando ante el alborozo que despertaba en las oficinas ubicadas a lo largo del pasillo. Para todos tenía algo amable. Mientras yo concluía una llamada, él se sentaba ante mi ordenador y arreglaba el escrito de la pantalla u ojeaba alguna petición que había sobre la mesa del veterano Gerente Antonio Alonso, colocando un adhesivo que advertía de alguna cautela necesaria.

Así es nuestro generoso y entusiasta autor, que disecciona la burocracia con su peculiar bisturí. Presenta a los protagonistas, con sus historias y sus intereses, sus anhelos y desafíos, siempre con su peculiar estilo. Durante estos años, le he visto contemplar lo mismo que yo y apreciando cosas distintas. Es la esencia de los genios: su percepción. Si preguntas a unos albañiles qué hacen, uno te responderá «estoy colocando ladrillos», otro contestará «estoy levantando un muro» y otro, quizás silbando mientras trabaja, nos dirá: «estoy construyendo una catedral».

El Doctor Chaves siempre está construyendo alguna catedral. Pone ese entusiasmo en las cosas que hace y superará cualquier dificultad que se interponga en su camino. Aún recuerdo cuando, a finales de los ochenta, ambos decidimos inscribirnos en un curso sobre aquel primitivo procesador de textos, wordperfect. Los más antiguos recordarán su dificultad, antes de la generalización del ratón para el PC, porque obligaba a memorizar muchas instrucciones de tres teclas: «Ctrl + Mayusculas + F10 para salvar un texto…». Demasiado para mí. Yo abandoné tras la primera clase, como millones de usuarios en todo el mundo. Él logró superar con entusiasmo aquel aprendizaje, porque necesitaba esa autonomía para sus propósitos laborales y creativos, que ya rebosaban en su cabeza. La estrenó con su primer libro, «La Universidad Pública Española: configuración actual y régimen jurídico de su profesorado», que llevó a la editorial en un diskette en 1990 y que se entregó calentito al centenar de asistentes al I Congreso de régimen de las universidades. Una actividad que dirigió con gran éxito plantando la semilla que unos años más tarde daría lugar a la activa Asociación para el Estudio del Derecho Universitario (AEDUN) aglutinando multitud de profesionales del sector y que, desde la década pasada, mantiene viva mi enérgica Gerenta Ana Isabel Caro.

La segunda vez que volví a ver ese brillo en sus ojos fue a mediados de la década pasada, cuando le mostré por primera vez un editor de blog (wordpress). Se quedó en silencio y saltó como un resorte: ¡Yo quiero eso! En un momento imaginó todo un mundo de posibilidades comunicativas. Nuestro común amigo, el informático aragonés José Adserias («Huesca», al que tanto debemos ambos) intuyó que esa actividad le engancharía. Acertó, porque la página web de José Ramón Chaves (www.delajusticia.com antes www.contencioso.es) lleva doce años liderando las webs jurídicas españolas. Miles de funcionarios lo primero que hacen cada día, al llegar a la oficina, es leerle. Ha creado una comunidad de usuarios entusiasmados con su actualidad, su sentido de humor y su valentía para meterse en todos los charcos jurídicos que le aparecen. Sus fans van a verle a los congresos y a recordarle que su ayuda es de enorme importancia para la función pública. En fin, ha logrado ser eso que los adolescentes llaman un influencer. Pero en su caso, entre abogados, médicos o arquitectos, lo cual tiene mucho más mérito que mostrar colonias o recetas, dicho sea con todo respeto.

Hemos toreado juntos en bastantes plazas y les aseguro que el público viene predispuesto favorablemente a escucharle. Sus disertaciones intentan ser una suerte de original presentación del tema, siempre aderezada con multitud de graciosas anécdotas y una peculiar forma de titular la charla. En la inauguración del máster valenciano de la abogacía (profesión donde adoran a este juez) habló del «Sentido, sensibilidad y habilidad en la abogacía». Cuando se planteó el reto de grabar un TED rotuló «De qué justicia hablamos cuando hablamos de justicia»; Para ingresar como miembro de número en la Real Academia Asturiana de Jurisprudencia disertó a sus sesudos colegas sobre «Versiones y perversiones de los criterios de imposición de costas en lo contencioso-administrativo». Incluso participó en conferencias de temas sociológicos o psicológicos, teniendo por eje la Administración o la Justicia, algunos con más contenido que título. Así, hace un par de años en la Universidad de Vigo, presentados ambos por nuestro querido amigo, Suso Graña, nos enfrentamos conjuntamente a un centenar de compañeros de otras universidades en una original charla para comentar jurídicamente noticias de prensa con los funcionarios asistentes: «Sucedidos universitarios. Reflexiones a debate abierto».

Estamos ante un creador que ha superado el centenar de artículos jurídicos, alcanzado la veintena de libros con temáticas que van desde lo autobiográfico como «Yo también sobreviví a la EGB» (memorias escolares de una generación sin cachivaches tecnológicos, subtituló) a lo lúdico, con la convocatoria de un concurso literario internacional «Sonrisa de Quevedo» (sobre la Administración). Juntos escribimos en los años noventa una sección sobre sector público, todos los lunes en el diario Expansión y hasta algún artículo profesional fue premiado por la revista Auditoría Pública: «La doble cara del fraude administrativo». Recientemente, ha publicado, junto a su buen amigo madrileño Juan Manuel del Valle, «Los pecados capitales de los empleados públicos» así como «Abogados al borde de un ataque de ética» que suponen dos incursiones en la visión humorística de cosas serias. El último título de su factoría lo dice todo: «El arte de la guerra en la justicia administrativa: estrategia, táctica y habilidades para guerreros con toga».

El lector inicia aquí un viaje de la mano de un erudito y multifacético, intelectualmente travieso, que le llevará por los territorios del servicio público en una materia seria que aborda de manera divertida. Convivirá con el directivo público así como con la variada tipología funcionarial, que clasifica en cuatro roles: tramitador, gerente, pensador y guardián. No faltan los trepa ni los pata-negra, ni los jefes tóxicos, ni los sindicatos, como tampoco la dimensión emocional del funcionario enfrentado a un mundo competitivo, mal pagado y socialmente ingrato. Asimismo, le presentará la problemática de la gestión de recursos humanos, sus herramientas y el uso de la discrecionalidad técnica o de las necesidades del servicio, así como el impacto de las nuevas tecnologías.

Esta obra trata con especial cariño al modelo clásico de Administración donde todo era previsible y presencial. Un modelo que agoniza («el señor del expediente» dice el autor) y anuncia un nuevo paradigma para la cadena de valor de la Administración ante los profundos cambios que ha traído la sociedad del conocimiento (y su economía). En todas las organizaciones se alumbra un nuevo tipo de trabajador, con mayor autonomía, creatividad y formación. La Administración no podía ser menos y pierde trascendencia el organigrama formal. La capacidad de coordinación deja de ser la habilidad más valorada. En las burocracias profesionales, públicas o privadas, encoge la autoridad jerárquica con unas plantillas cada vez más «planas» que descansan inevitablemente sobre la innovación tecnológica. Un terreno que nuestro autor conoce bien. Recientemente, impartía una vanguardista conferencia en un curso de la UIMP en Santander —dirigido por el matemático Santos González sobre «Tendencias actuales de la inteligencia artificial»— donde reconocía que estamos en una fase de transición que afecta a todo nuestro derecho, que ha venido girando en torno a la idea de un Estado soberano donde reinaba la seguridad jurídica y primaban los documentos y las personas. Nos encaminamos —exponía— hacia un sistema jurídico globalizado donde predomina la incertidumbre, abundan las pruebas electrónicas y no son identificables todos los sujetos jurídicos, en medio de una eclosión de derechos digitales cuya extensión y límites no están claros ¿Cómo sobrevivir en ese escenario?

Chaves recurre cotidianamente a los fundamentos jurídicos y los maneja con maestría, lo que le permite desenvolverse con facilidad en entornos administrativos complejos y dinámicos donde los conceptos son la única caja de herramientas posible. Hoy, en plena explosión de la información legal, de fácil e inmediato acceso, a medida que nos hacemos mayores debemos de acudir al conocimiento, a los principios esenciales más que a los datos. Como veteranos ajedrecistas (él lleva el veneno dentro) sabemos que lo único que nos permite competir con el cálculo extraordinario de los jóvenes maestros (o de las computadoras) es la comprensión de los fundamentos. El autor lo sabe y lo practica, hasta el punto de mantener una sección permanente de la prestigiosa revista El consultor de los ayuntamientos y de los juzgados con el título de «Museo de la legalidad administrativa» sobre institutos que subsisten inmunes al paso del tiempo.

El autor ha sido un vehemente admirador de maestros como García de Enterría, Villar Palasí, Alejandro Nieto, Martín Mateo, Tomás Ramón Fernández o Sosa Wagner. Les ha leído compulsivamente durante décadas, subrayando sus mejores párrafos y citándolos siempre en publicaciones o conferencias, para mostrar su vertiente más práctica en el enfoque de los problemas legales. Les pondré un ejemplo de hace ya treinta años. Siendo él un joven técnico recién ingresado, se enfrentó a un extravagante caso al que los servicios administrativos no sabían cómo hincar el diente con solvencia. Un catedrático de la casa se había presentado a una cátedra de su misma área de conocimiento en la Universidad de Oviedo. A su misma cátedra, si, ha leído bien. En principio, de ganarla, continuaría siendo el único y bloquearía la promoción de algún enemigo íntimo. Por entonces no existía una regulación que impidiese ese bis in ídem: presentarse a otra plaza idéntica a la que se tiene en la misma Administración. Chaves, desde su particular Ínsula Barataria y usando tan sólo el sentido común jurídico (¡que no es poco!) propuso evitar el atropello apelando sencillamente al «abuso del derecho», verdadero módulo rector de nuestro ordenamiento. Fue su primer asunto confirmado por los tribunales. Luego vendrían muchos más en ocho fructíferos años como Jefe de los Servicios Jurídicos de la Universidad de Salamanca, a lo que siguió un bienio como Director General de Universidades e Investigación del Principado de Asturias, cargo político en que el técnico se manifestó en la elaboración de su propio puño y letra de lo que serían pioneros textos normativos sobre la Universidad pública.

El cambio de tercio vendría con su ingreso en el año 2000 en la carrera judicial, que iría seguido del acceso competitivo a magistrado-especialista de lo contencioso-administrativo, rango que le llevó a prestar servicios sucesivamente en las salas del Tribunal Superior de Justicia de Galicia y de Asturias, donde trabaja en la actualidad, acumulando 19 años de sentencias con infinidad de publicaciones y charlas.

Con todo este bagaje y experiencia, el lector encontrará en el texto muchas referencias a la vida administrativa. Uno de los protagonistas principales es el jefe, que describe con maestría, con sus diversas tipologías y patologías. Los conoce bien pues ha sufrido y disfrutado algún Alcalde, Consejero autonómico o Rector tras su paso por cinco administraciones, ejercitando sus dotes como observador de los engranajes administrativos.

Sin embargo, no lo olvidemos, detrás de todo esto hay horas y horas de constancia, reflexión y trabajo. Además, como consecuencia de nuestra activa participación periodística y en debates públicos, ambos compartimos un doble registro o lenguaje. Por un lado, el utilizado en los escritos jurídicos profesionales, y por otro el que usamos en medios divulgativos, marcado por la sencillez y el gracejo, que es precisamente el utilizado por Chaves en este ensayo. Aquí, las pinceladas impresionistas se mezclan con el dato objetivo, la norma, la sentencia didáctica o la anécdota y el guiño al lector. Una obra de lectura fácil, donde el funcionario reconocerá las situaciones reflejadas y le serán desveladas las grandezas y miserias de la gestión de recursos humanos en la Administración, bajo la perspectiva de quien es gran defensor del interés público y de sus servidores.

En fin, no nos queda otra que convivir con nuestra querida burocracia, en una inacabable tarea por reconducirla. Como hicieron mis admirados colegas brasileños, que durante los años 80 mantuvieron un «Ministro de la Desburocratizaçao», lo que parece una contradicción en si misma. En esa maravillosa nación, que tiene escrito en su bandera el lema «ordem e progresso», se hicieron entonces memorables chistes. Uno de ellos, casi un cuento, relataba que en un pequeño ayuntamiento rural, el encargado de la oficina del registro vivía obsesionado con el uso del sello («carimbo») estampado en las instancias. En su escritorio, perfectamente alineados, había docenas de sellos de todas las formas y tamaños para compulsas y trámites. Cuando llegó la ley contra la burocracia, que impedía tantos trasiegos documentales, nuestro funcionario estaba inconsolable con su colección de sellos, ahora inútiles. Finalmente encontró la manera de mantener, en todos los papeles que registraba, al menos un sello con sólo tres palabras: «EXENTO DE SELLO». Y continuó feliz durante años en su oficina, estampándolo en todos los documentos, pero con una diferencia: el color de la tinta se volvió verde.

Antonio Arias Rodríguez
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Introducción


 I. El presente ensayo pretende ofrecer una visión del funcionamiento real de la burocracia y del factor humano. La fuente de conocimiento es la experiencia directa por mi paso en varias administraciones, como funcionario, político y académico, unida a la experiencia de control jurisdiccional de la gestión de recursos humanos.

Con ese bagaje vital, tejido con recuerdos, anécdotas, negociaciones y confrontaciones varias, intento arrojar la luz de la racionalidad y gotas de derecho paras mostrar las claves del funcionamiento de la burocracia. No se trata de un estudio jurídico ni pretende inmiscuirse en Ciencia o Sociología de la administración, sino una reflexión serena y gozosa de lo que supone ser funcionario, con sus grandezas y miserias, en tiempos de incertidumbre que sufren todos en todos los ámbitos.

II. La meta es desvelar lo que hacen, piensan y sienten los funcionarios e intentar aportar claves para su supervivencia en un entorno hostil.

Esa hostilidad es social porque las leyendas negras sobre los funcionarios siguen manteniendo su fuerza y ponzoña, pese a resultar anacrónicas y maldicientes. Pero también es hostilidad jurídica porque las leyes y reglamentaciones de funcionarios no se toman en serio el diseño de la carrera administrativa ni el desarrollo de su estatuto, de manera que en tiempos de vacas gordas presupuestarias no es prioridad solucionar sus problemas y en tiempos de vacas flacas lo prioritario es recortar sus retribuciones y derechos.

III. Con ello, pese a la base realista asumo una posición idealista y de confianza en el funcionario como valedor de la independencia frente a las veleidades y excesos de la clase política, y como garantía de los derechos del ciudadano que demanda crecientemente servicios públicos, y que le tienen como cara visible, en tiempos en que se dan tres históricas circunstancias.

La primera, la transición del papel y de la palabra hacia un expediente electrónico y comunicación ofimática. La segunda, un escenario de incertidumbre constante en el plano electoral y de gobiernos, que revaloriza la continuidad de la administración en manos de funcionarios. Y la tercera, un plano de relaciones con la administración marcada por la transparencia y por la responsabilidad, principios que requieren funcionarios como guardianes de su observancia.

IV. Finalmente señalaré que el ensayo toma como eje de referencia al funcionario público, por la enorme singularidad de su estatuto normativo, aunque lógicamente gran parte de las cosas que se afirman son perfectamente aplicables al resto de los empleados públicos en su labor de servicio, especialmente al personal en régimen laboral.

V. Solo me queda agradecer la participación en mi visión del mundo burocrática de aquellos compañeros en la esfera pública que se convirtieron en grandes amigos durante mis etapas profesionales de aprendizaje y madurez, de gozos y sombras, de creatividad y de rutina, de aprender derecho y a sobrevivir a los hechos, y de saber reconocer que hay vida más allá de expedientes administrativos. A todos ellos, difícil enumerarlos por lo ingrato que sería olvidarlos, se debe buena parte de lo que aquí se expone.







I. Bajo el volcán


 1.  La casa administrativa por dentro

Muchas personas planifican visitas a museos, bosques, centros comerciales, etcétera. En cambio, acudir al Ayuntamiento, al Ministerio o la Consejería autonómica suele ser una visita obligada por las circunstancias y normalmente con el mismo gozo que la visita al dentista. Hay que pasarlo y cuanto antes mejor.

No es que las administraciones sean malvadas sino que son las defensoras de los intereses generales y a veces colisionan con el del particular. Es normal que alguien se sienta indignado al expropiársele su casa pero también se comprende la alegría del vecindario que podrá llegar antes a su hogar con la nueva carretera. También se entiende la queja del que sufre una multa de tráfico porque se ve privado de sus fondos, pero la mayoría obtendrá el beneficio de mayor seguridad en las carreteras. A nadie le gusta pagar tributos, ni cumplimentar impresos o declaraciones pero la masa silenciosa de contribuyentes es la que nos permite recibir la asistencia pública sanitaria o pagar la seguridad pública en las calles. En otras ocasiones la administración reparte alegrías (subvenciones, licencias urbanísticas, permisos de residencia, etcétera) pero bajo el peaje de una tramitación tortuosa.

Por eso, las administraciones públicas están ahí, a nuestro servicio, pero nos hace feliz que se olviden de nosotros, salvo claro está, cuando denunciamos algo, reclamamos ayuda o un servicio público, en que nos sentimos clientes con derecho a exigir, que para eso lo pagamos.

De ahí que las administraciones asemejan castillos donde reinan políticos y funcionarios, a los que acuden los ciudadanos normalmente sobrecogidos por ser territorio del poder y por la incertidumbre de la resolución.

Es verdad que las administraciones llevan décadas maquillando su imagen y mostrando su cara amable. Al fin y al cabo, el ciudadano es su cliente y tienen obligación de mostrarle lo que hacen, dejar bien claro que sirven a la Ley (que nuestros parlamentarios votan) y que persiguen la eficacia (o sea, más y mejor servicio). De hecho, administrar no es despilfarrar, sino gestionar con diligencia asuntos ajenos, y por eso la posición del ciudadano ha crecido con los tiempos. Ya no es un vasallo, ni un súbdito ni un administrado. Es un ciudadano, con derechos y deberes, y la administración está a su servicio. Y ello aunque para maliciosos, como decía irónicamente el escritor estadounidense Ambrose Pierce («El diccionario del diablo», 1911), la administración pública consiste en una «ingeniosa abstracción en política, concebida para que reciba las patadas y bofetadas dirigidas al primer ministro o al presidente».

La administración vino de la mano de la civilización y la solidaridad para quedarse y hacerse imprescindible. Se ha dicho que la administración nos acompaña desde la cuna hasta el cementerio (actas y trámites para ambas cosas) y siempre se asoma en eso que llamamos vida (cobrándonos tributos, imponiéndonos multas, ofreciéndonos la sanidad y educación, garantizándonos la defensa y la seguridad pública, protegiéndonos como consumidores, tutelando los valores urbanísticos y medioambientales, etcétera).

Para conseguir el éxito en esa labor, la administración fija reglas. Reglas que ordenan como deben actuar los funcionarios y reglas del estatuto de esos funcionarios frente a su patrono. Además asegura la unidad en el imperio administrativo como se organiza la defensa de un castillo. Una red de normas que organizan el poder interno para asegurar la unidad de acción, constituido en España primariamente por la Ley 40/2015, de 1 de octubre de Régimen Jurídico del Sector Público (el esqueleto de la Administración). Y una red de normas que regulan el ejercicio de ese poder en relación con los vasallos, enemigos y visitantes, constituido en España por la Ley 39/2015, de 1 de octubre de Procedimiento Administrativo Común (la relación con el exterior).

Tanta labor se reparte entre muchas Administraciones, cada una con su espacio de competencias. Y dentro de cada administración se reparten funciones para distintos órganos. Y estos están servidos por uno o varios funcionarios, que son galeotes encargados de mover el rumbo administrativo o cocineros de las decisiones públicas.

Pues bien, esa burocracia compuesta por una legión de empleados públicos se manifiesta en formas y jergas familiares. Si un diablillo volador (como el Diablo Cojuelo) levantase el tejado de los edificios públicos y oficinas administrativas podría observar un trajín de personas, papeles y computadores, como una colmena frenética. En esos pasillos se habla de planificación, programación, presupuestación, control y evaluación, lo que son formas relamidas de demostrar que no se improvisa. También se habla de procedimientos administrativos, de certificaciones, de silencio administrativo, autorizaciones y comunicaciones, administración electrónica, recursos, etcétera. Además en los últimos tiempos cobran protagonismo los manuales de organización, los indicadores para medir desempeño y productividad y controles internos o auditorías diversas. Por debajo de esta inmensa fronda administrativa están los funcionarios que son los que mantienen viva la llama de la gestión pública.

En suma, una inmensa maquinaria tirada por políticos y funcionarios está al servicio de los ciudadanos. Estos son el alfa y el omega del servicio público, su fundamento y su fin. Conviene no olvidarlo.


Solo me gustaría decir algo, damas y caballeros. Algo que creo que es muy importante. Es que, usted, nosotros, somos dueños de este país. Nosotros lo poseemos. No es usted el que lo posee, ni los políticos lo poseen. Los políticos son empleados nuestros.

 

—Clint Eastwood (1930), actor estadounidense—



2.  Despersonalización. La tierra de los mil órganos

En la administración pública el amo es invisible. Una administración pública. Algo así como los sacerdotes que sirven a la iglesia o los trabajadores de las grandes multinacionales. No se conoce personalmente al amo pero sí hay que servirlo. La administración tiene un único rostro para el ciudadano pero muchos tentáculos u órganos, manejados por esos hombrecillos que llaman funcionarios.

Hay infinidad de órganos con denominación variopinta: Ministerio, Sección de Sanciones, Director General de Recaudación, Jurado de Expropiación, Negociado de licencias, Rector, Pleno municipal, Consejería de Obras públicas, etcétera. Además hay órganos que a su vez están integrados por otros órganos, p.ej. el Ministerio es un órgano complejo formado por Subdirecciones Generales, Servicios, etcétera.

Cada administración se ofrece como una mole única dotada de tantos órganos como precise para actuar. El órgano de gobierno de cada administración, dentro del marco legal, es quien decide qué órganos crear o suprimir, su denominación y competencias. No es decisión fácil porque crear un órgano es costoso: supone atribuirle unas tareas, una sede física o virtual, afrontar el coste de los funcionarios que lo sirven y de las herramientas físicas o informáticas. Además en la práctica se da un fenómeno de inflación orgánica o tendencia a duplicar o multiplicar órganos tanto por fuerzas exógenas como endógenas.

Las fuerzas exógenas son los criterios políticos que llevan a crear nuevos órganos para atender demandas sociales (p.ej. la creación de Observatorios, Oficinas antifraude, Servicios Sociales de atención a la dependencia, etcétera). Las fuerzas endógenas brotan de los propios funcionarios que sirven al órgano y que se sienten agobiados de trabajo o consideran que la eficacia pasa por crear más órganos.

Una explicación ácida la ofrece el antropólogo estadounidense David Graeber cuando en su ensayo The Utopia of Rules: On Technology, Stupidity, and the secret Joys of Bureaucracy (2015) afirma que:

«Hay toda una escuela de pensamiento que sostiene que la burocracia tiende a expandirse de acuerdo con una especie de lógica interna perversa pero inevitable. El argumento es el siguiente: si crea una estructura burocrática para tratar algún problema, esa estructura terminará invariablemente creando otros problemas que parecen que ellos también solo pueden resolverse por medios burocráticos. En las universidades, esto a veces se conoce informalmente como el problema de "crear comités para tratar el problema de demasiados comités"».


Esa proliferación de órganos explica la abundancia de jefes, aunque no todos son iguales. Hay jefes que son más jefes que otros. Si se hiciese una radiografía a las administraciones que impidiese ver los tejidos blandos y las personas, quedaría visible el tejido óseo de la estructura orgánica. Se vería una persona jurídica con sus órganos, denominados Ministerios, Direcciones Generales, Consejerías, Tesorería, Servicios, Secciones, Negociados, Áreas, Secretarías, Intervención, etcétera.

Cada órgano es un tentáculo que sirve a la administración y lo que no se puede ver es que pueden contar con personas que los ejercen o sirven o puede también que estén huecos o vacantes. De este modo, el funcionario se identifica por el órgano que sirve y la administración en que se integra, p.ej. Secretario general del ayuntamiento de Soria; o Jefe de Negociado de Archivos de la Consejería de Presidencia de la Comunidad Autónoma.

Es importante tener clara la inserción orgánica de cada funcionario pues ello delimita el perímetro de sus obligaciones y responsabilidades. El funcionario toma posesión de un puesto de trabajo que está adscrito a un órgano, que a su vez puede formar parte de otro órgano más complejo, y todos los órganos integran la persona jurídica publica: la administración.

El funcionario es así el jinete del órgano y le otorga el tremendo don de ser la voz de esa administración que nadie ve, pero todos sienten su poder.

De este modo, la administración pública como persona jurídica es titular de derechos y obligaciones y sujeta a responsabilidades, e incluso puede ser demandada ante los tribunales. El funcionario no es dueño del patrimonio público, ni de su despacho, ni es responsable directo de sus errores, ni puede ser demandado por su gestión pública. Quien dará la cara será la administración pública. Cosa diferente es que esa administración pública, que extiende su manto protector a todos sus órganos y funcionarios, cuando detecta un empleado que no actúa como debe, tomará medidas para restablecer el orden. A veces son medidas organizativas y le cambia de destino, horario o funciones. Otras son medidas disciplinarias y le castiga. Y otras, incluso le exige responsabilidad patrimonial por el daño que ha ocasionado con su torpeza.

Y así, como las muñecas rusas, dentro de la administración descubrimos sus órganos y dentro de cada órgano hay puestos de trabajo, y en cada uno un funcionario, y tras este calificativo profesional están personas de carne y hueso. Ellos son los fogoneros de la maquina administrativa que la mantienen en movimiento.

Cuando el funcionario toma posesión de su plaza se produce un compromiso solemne con la Constitución y con el respeto a la Ley. Desde ese momento cargará con deberes positivos: servicio al ciudadano, gestionar con objetividad, tramitar e informar sobre los asuntos a su cargo, etcétera. También con deberes negativos: no ser parcial, no romper la confidencialidad de los asuntos, no corromperse, etcétera.

Por eso el funcionario es el señor del procedimiento, quien lo conoce, informa, impulsa y orienta. Puede decidir si se agiliza o ralentiza, si requiere mayor o menor estudio, e incluso existe un margen discrecional para que el funcionario pueda examinar con especial cariño algún asunto y resolverlo como si le fuera la vida en ello. Este poderío burocrático tiene su más conocida expresión en la respuesta que ofrece el funcionario al ciudadano que realiza la consabida indagación (¿cómo va lo mío?); el diálogo del ciudadano con el funcionario, en relación al expediente, es la puerta más fructífera a la deliberación de ambos, a la humanización de la decisión; los procedimientos administrativos han sacralizado el trámite de audiencia para que se formulen alegaciones por escrito, pues se concibe el procedimiento como algo documentado, pero no impide que el ciudadano se persone y que el funcionario capte y explique. Ese cara a cara entre funcionario y ciudadano, que tantos frutos positivos ha dado en el pasado, corre el riesgo de perderse tras la administración electrónica donde el automatismo lleva al particular a cabrearse con la máquina y al funcionario a centrarse en remitirse a lo automatizado. Quizá el precio de la automatización, de la respuesta rápida, es el desvanecimiento del cara a cara entre funcionario y ciudadano, aunque no hay que olvidar que hoy por hoy nadie puede prohibir a un ciudadano acudir a la oficina pública y preguntar hasta la saciedad, y si no le dan respuesta, exigir la atención del superior jerárquico y así sucesivamente hasta obtener al menos el placer de recibir explicaciones orales y directas de su caso. Los funcionarios no están para dar soluciones fuera de la Ley pero sí para escuchar las razones de cualquier naturaleza que pueda plantear cualquier ciudadano.

Ese poder burocrático tiene su contrapartida en la idea de responsabilidad. El funcionario será responsable del expediente y de sus errores. Otra cosa es que, como el engranaje administrativo maneja infinidad de casos y además lo hace con normativa no siempre clara, solo se exigen responsabilidades cuando ha existido grave torpeza o malicia (lo que se conoce como culpa grave o dolo).

Y para poder exigir tales responsabilidades el legislador se ha cuidado de imponer reglas que faciliten el conocimiento de lo que se fragua en las oficinas públicas por los funcionarios.

En primer lugar, asegurando que pueda el ciudadano informarse de los asuntos, obtener copias de los documentos o formular alegaciones y quejas. Y como no, conocer la identidad del funcionario bajo cuya responsabilidad se tramita el concreto procedimiento.

En segundo lugar, imponiendo principios de transparencia a través de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia y Buen Gobierno. Todos tienen derecho a conocer casi todo lo que sucede en la administración y además sin tener que justificar las razones de su curiosidad.


El calvario de ir de uno a otro funcionario, sin averiguar no ya el responsable de lo tuyo, sino el departamento al que corresponde. A veces ni siquiera sabes si se trata del ministerio, la consejería o la pepitilla de la Bernarda. Y cuando al fin alguien parece saber de qué le hablan, empiezan los diálogos absurdos: no hay responsables, ni lugares, ni nombres. Nadie sabe nada. Todo es un enredo burocrático organizado para disuadirte de insistir. Y llegas a una triste conclusión. Esos funcionarios que deberían ayudarte —y no faltan los de buena voluntad que lo hacen o lo intentan—, suelen comportarse como si el asunto fuera tan oscuro que no conviniese dar explicaciones. (…) Todo se excusa tras la pantalla opaca del funcionario; que a menudo, sospechas, sólo cumple instrucciones superiores: es sólo un disfraz del sistema. Qué distinto sería poder seguir la traza de cada expediente, como ocurre en Correos —servicio admirable, todavía— cuando mandas un certificado y te ofrecen un papelito que, vía Internet, permite saber dónde está tu envío en cada momento. Si algo así se aplicara a la Administración, sería posible una mayor transparencia. Comprobar quién hace o no su trabajo. Averiguar en qué despacho y qué manos te arruinan la vida.

 

—Arturo Pérez Reverte, Esta administración infame, Patente de Corso, 2014—



3.  Su majestad el expediente

Un elemento vital de la flora burocrática es el expediente administrativo. El tradicional conjunto de folios o legajos que contenían un asunto, formado por diligencias, informes y propuestas o resoluciones. El expediente es lo que da sentido al funcionario y éste se siente cómodo con «sus» expedientes: los conoce, controla, mima y se responsabiliza de ellos. Hay expedientes voluminosos y delgados. Expedientes malditos porque nunca se acaban y expedientes benditos porque dan la alegría de una ayuda o autorización. Hoy los expedientes están a extinguir, puesto que los expedientes automatizados y electrónicos les han robado el cuerpo. Así hay trámites que se solventan con la intervención automática del solicitante y un simple tecleado del funcionario (ej. expedición certificaciones de empadronamiento), y otros se tramitan totalmente en pantalla electrónica (ej. expedientes de concesión de licencias o contratación).

Y como no, hay expedientes que son obra y responsabilidad de un político como los hay que se deben en su totalidad al interés del funcionario. Al final el expediente se ofrece como un puñado de folios (o pantallazos) con firmas de funcionarios y autoridades, en que se presume la responsabilidad solidaria de todos los participantes, pero singularmente la de quien estampa la última firma, la de la resolución final, normalmente la autoridad o funcionario de máximo rango.

Finalmente la vida burocrática confirma la afirmación de Heráclito de Éfeso de que «ningún hombre se baña dos veces en el mismo río pues ni el hombre ni el agua son los mismos»; igualmente, la administración es cambio constante.

Cambian las normas porque cada legislador desea dejar huella de su programa.

Cambian los políticos y directivos porque el juego electoral y la política encumbra o hunde a los posibles cargos, con especial predilección por la renovación tras las elecciones.

Y cambian los compañeros porque los funcionarios no están encadenados a su administración y puesto de forma eterna sino que tienen la posibilidad tanto de dedicarse al mundo privado (excedencia) como de aprovechar la posible movilidad por concursos de movilidad (otros puestos o a otras administraciones) e incluso les llega la hora de jubilarse. En esos casos de traslados o jubilación, el funcionario se despide de sus compañeros, en el mejor de los casos con una comida de fraternidad, e inicia su camino en otra unidad o administración hasta su posible traslado. Lo que se aprende pronto en la vida burocrática es que no hay nadie imprescindible; aquel funcionario que dominaba al dedillo la normativa y conocía por su nombre a los administrados, un buen día fallece, se jubila o traslada y otro ocupará su lugar, que pronto se hará con los mandos del puesto.


En el extremo opuesto cabe la posibilidad de firmar en barbecho. Algo común de nuestro funcionamiento administrativo: muchos políticos no tienen tiempo material para leer todo lo que firman. Se supone que los anteriores subscriptores del documento (ya sea en formato de papel o electrónico) saben lo que hacen y no se juegan su bigote. El jefe del servicio impulsa el expediente, el arquitecto dirige la obra y la certifica mensualmente; además, el interventor la fiscaliza. Todos ellos firman solidariamente el preceptivo acta de recepción de conformidad. «¿Qué más voy a aportar yo?» puede pensar el alto cargo.

 

—Antonio Arias Rodríguez, Funcionarios y políticos (La Nueva España, 8 de abril de 2017)—



4.  Gozos y sombras del servicio público

A)  El orgullo del servidor público

Ser funcionario es una etiqueta que acompaña al servidor público. Alguien que, por vocación u oportunismo, ha optado por ingresar en una orden terrenal donde se espera el voto de obediencia (jerarquía) castidad (no corromperse ni ser parcial) y pobreza (retribuciones siempre en desventaja de las equivalentes del sector privado).

El funcionario pasa a formar parte de ese ejército temido que es la burocracia, término incómodo, cuyo origen para algunos proviene del latín burrus, color oscuro y triste propio de solemnidades; para otros procede del francés bureau, que designaba la mesa donde aguardaba el servidor público (bure era el paño burdo que protegía la mesa); de hecho, burel designaba en la edad media a la alta magistratura francesa.

El Diccionario de la Real Academia Española (23.ª edición, 2014) define a la «burocracia» en varias acepciones. Una primera acepción pone el acento en la organización: «Organización regulada por normas que establecen un orden racional para distribuir y gestionar los asuntos que le son propios». La segunda acepción se centra en los sujetos: «Conjunto de los servidores públicos». La tercera acepción se focaliza en la patología del poder de los funcionarios: «Influencia excesiva de los funcionarios en los asuntos públicos» y la cuarta en el cáncer de la propia organización: «Administración ineficiente a causa del papeleo, la rigidez y las formalidades superfluas».

Cuando el Diccionario se ocupa del «funcionario» lo despacha de forma aséptica como «Persona que desempeña profesionalmente un empleo público», y ello comprendiendo tanto a personal funcionario, estatutario o laboral, puesto que el común de los ciudadanos no distingue la naturaleza del vínculo de quien le atiende en el mostrador o le gestiona su asunto.

Pese a los ecos cansinos del término «funcionario», que evocan pasillos fríos, gestos impasibles y normas rígidas, y pese a supeditarse la valía del trabajador a la «función», lo cierto es que ser funcionario comporta una carga compleja de atributos, conservando vigencia la conclusión de Honoré de Balzac en su obra La Fisiología del empleado, donde afirma que el empleado público «tiene algo de maravilloso, de común y de raro, de excepcional y de ordinario, de vegetal y de animal, de molusco y de abeja». En suma, el funcionario es alguien que se ha ganado un lugar relevante en la sociedad, de quien se habla mucho pero se elogia poco, porque es difícil conocer su papel y contexto de trabajo. Es más fácil criticar al camarero (funcionario) por la espina clavada en la lengua que preguntarse si el problema lo tenía el cocinero (legislador), el propio cliente (condiciones del ciudadano), o las circunstancias de disponibilidad de buen pescado (coyuntura económica).

El castillo donde el funcionario desarrolla su labor son las administraciones públicas pero ni solo hay funcionarios en ellas (pues hay empleados públicos en régimen laboral) ni solo en administraciones públicas están todos funcionarios (pues hay funcionarios en otros organismos que no son administraciones públicas).

La imagen es pavorosa: una administración del Estado enorme, diecisiete administraciones autonómicas y dos ciudades autónomas, 38 diputaciones provinciales, 4 diputaciones forales, más de 8000 Ayuntamientos, 50 Universidades públicas, miles de organismos públicos (organismos autónomos, entes públicos empresariales y consorcios) y otros miles de empresas públicas satélites de las administraciones, etcétera. La Casa pública además de contar con una corte de cargos políticos, sirve y mantiene a tres millones largos de empleados públicos (funcionarios, interinos y laborales) de los cuales casi dos millones son funcionarios. Esos ingentes costes de personal no solo lastran los presupuestos públicos sino que son una variable muy jugosa políticamente.

Como toda orden, confesión, asociación o secta, se atribuye altas misiones, que en el caso del funcionario se cifran en servir el interés general desde su parcela a sabiendas de que el trabajo de las tropas burocráticas sirve a toda la ciudadanía.

Es una labor que tiene una dimensión noble pues servir a los demás desde el trabajo siempre es gratificante. Además inviste de un poder administrativo capaz de actuar sobre grandes e importantes cuestiones. Los servicios públicos básicos (seguridad, sanidad, educación, etcétera) necesitan de funcionarios de carne y hueso para que actúen y son la cara visible y responsable de los mismos.

Ahora bien, los que contribuyeron a alzar las pirámides compartían la meta común pero con distinto papel según el colectivo de pertenencia (arquitectos, canteros, porteadores; egipcios, hebreos, etcétera). Y así, bajo la carpa de las Administraciones públicas coexisten estamentos en la administración, principalmente funcionarios y laborales, pero no faltan otros criterios de grupo marcados por intereses comunes (dedicación, especialización, administración de adscripción, cuerpo de pertenencia, etcétera).

Uno de los elementos que robustece la vocación es precisamente la pertenencia a un cuerpo o escala concreto. Resulta refrescante la sensación de formar parte de un grupo que ha pasado por lo mismo, con cuyos miembros existen redes de complicidad y amistad, y con los que se comparten los mismos intereses en mejorar las condiciones de trabajo. Ya no se siente solo el funcionario pues sabe que cualquier medida que adopte la organización sobre el cuerpo o escala tendrá enfrente a todos sus miembros, con sus estrategias colectivas y por ello, temidas por la organización. Además el grupo con interés corporativo defenderá con uñas y dientes que los puestos de trabajo que pueden desempeñar no sean reservados para otros cuerpos o escalas distintos, de igual modo que se opondrán a toda integración cómoda de quienes no hayan superado similar rigor en las pruebas selectivas. En suma, pese a que el modelo actual gira en torno al puesto de trabajo desempeñado, la voz del cuerpo o escala no puede desconocerse en la gestión de los recursos humanos.


Oigo quejas de la burocracia española. Seguramente la burocracia española no es peor ni mejor que las demás instituciones del Estado o que los demás organismos sociales… en la burocracia hay unos cuerpos meritísimos, competentes trabajadores con tradición, sobre todo en los antiguos ministerios. La burocracia tiene necesidad de dos o tres cosas. La primera de ellas es afinar en la selección de personal, exigiendo verdadera competencia. La segunda es personalizar la responsabilidad de la función, que hoy no está personalizada… hay que hacer saber al funcionario… que es un profesional al servicio del Estado, en unas condiciones previamente contratadas, como puede serlo un técnico al servicio de una empresa pero sin olvidarse del concepto de Función Pública.

 

—Manuel Azaña, político español (1880-1940), Discurso Hacia una República mejor, 11 de febrero de 1934—



B)  Una paciente clase media

Todo el aparato de las administraciones públicas está manejado y sostenido en su mayor parte por funcionarios (bajo la dirección de políticos y con la colaboración de personal laboral), como el mítico Atlas sosteniendo bajo sus hombros la bola del mundo. Esta altísima responsabilidad puede explicar la visión del funcionario como clase privilegiada, pues al fin y al cabo, se ocupa del sagrado interés público y de servir a toda la ciudadanía.

Es cierto que en la Edad media los servidores del rey y el equipo de apoyo del señor feudal eran nobles y favoritos que tenían un rango de privilegio; estaban cerca del poder y los súbditos les temían e incluso envidaban, pues esa proximidad al poder comportaba ventajosas rentas o compensaciones, que les distanciaban del pueblo.

Sin embargo, a partir de mediados del siglo XIX, los vientos democráticos y constitucionales, fruto de la precedente oleada de revoluciones sociales, principalmente la americana (1765-1783) y la revolución francesa (1789-1799), supusieron una novedosa concepción del servidor público: por un lado, el principio de igualdad de oportunidades, vinculado al mérito y la capacidad, y por otro lado, la profesionalidad vinculada a la percepción de un sueldo y no honores o prebendas así como la dedicación completa. El ulterior desarrollo socioeconómico de los países avanzados, cuya administración se comportaba como una locomotora de la economía y una central de servicios para el bienestar común, comportó el alzamiento de la llamada clase media y planteó el reto de la calificación del colectivo de funcionarios.

Pues bien, el concepto de clase media se acuñó a mediados del siglo pasado para referirse al conjunto de la población que tenía una capacidad de ahorro para el futuro (no viven al día) y una capacidad de gasto más allá de las necesidades básicas (poder permitirse pequeños caprichos: vacaciones, tecnologías, ocio, etcétera). A la hora de precisar los tramos de renta que determinan la pertenencia a esta clase media existe consenso entre los economistas en considerar que si la renta media del español en 2019 según su nómina y las estadísticas de la Agencia Tributaria, se situaría en torno a los 20.000 € anuales, la clase media tendría unos ingresos entre 15.000 y 40.000 euros al año.

Y si vamos a las retribuciones totales anuales de los funcionarios según los grupos de titulación, partiendo de los datos ofrecidos por el Ministerio de Hacienda y Función Pública para 2019, y admitiendo significativas diferencias entre Estado, Comunidades Autónomas, entes locales y entes públicos (dada la existencia de conceptos singulares como son el complemento específico o la productividad) se moverían aproximadamente en las horquillas siguientes, según los grupos de titulación, de mayor a menor: A1 (40.000-65.000 €), A2 (33.000-50.000 €), C1 (25.000€-33.000 €) y C2 (18.000-26.000 €).

Pues bien, queda claro que dentro de la horquilla de la clase media estarían la inmensa mayoría de los funcionarios.

Sin embargo, el prejuicio hacia los funcionarios como clase, casta o corporación privilegiada, fue atizado en el actual contexto de incertidumbre del siglo XXI en todos los planos (global, estatal, local; económico, jurídico, social; principios y valores, etcétera), ya que ello ha traído la secuela de la inestabilidad laboral que afecta al flujo de ingresos. Eso explica la mirada del común de los ciudadanos con ojos recelosos o envidiosos a la masa de funcionarios que cuentan con trabajo e ingresos estables, como si fuese una casta privilegiada.

Así lo refleja la opinión vertida al hilo de la crisis económica en la década de los noventa por el periodista Luis Ignacio Parada (1994) en lo que denominó Carta abierta a un funcionario cuando dice: «Salvo que tu patrono es el Estado, la Autonomía, el Ayuntamiento y el mío no, en todo lo demás somos iguales. Pero resulta que con mis impuestos se nutren las arcas del patrono que te paga y, por tanto, una parte, de tu salario, aunque sea insignificante, la aporto yo (…) Tú tienes un patrono que legalmente no puede quebrar aunque esté en quiebra ni puede suspender pagos aunque tradicionalmente lo haga. Un patrono que tiene el privilegio de no tener que acudir a un expediente de crisis y regulación de empleo porque cuando está en ruina me pide a mí y a otros treinta y nueve millones de accionistas una ampliación de capital a fondo perdido para pagar tu sueldo. Recuerda que —ante la mala situación financiera de tu empleador— un salario congelado es el precio que tienes que pagar por la perpetuidad en tu empleo».

Ahora bien, han de rechazarse estos prejuicios y contemplar su condición en sus justos términos.

El punto de partida es tener presente que los cargos de funcionarios no son hereditarios, ni han sido regalados (aunque una parte excepcional sean fruto de la ocasión o artimaña clientelar) y además están bajo el ojo vigilante de quienes son elegidos por toda la ciudadanía.

Además, en el Estado social y democrático de derecho, los funcionarios de la seguridad social, los profesores, médicos, enfermeras, policías y administrativos que gestionan ayudas o canalizan quejas, son colectivos cuyos ingresos son moderados. Además, esos grupos de funcionarios por su proximidad al ciudadano o cliente con el que se relacionan, demuestran su profesionalidad exenta de distanciamiento o veleidad de superioridad. De hecho, los altos funcionarios que tienen oportunidades más prósperas fuera de la administración suelen optar por la excedencia.

En suma, los funcionarios son profesionales de clase media, cuya única ventaja es la estabilidad de retribución en compensación con la desventaja de la rigidez de la misma y su cuantía inferior a sus homólogos del sector privado.


En este ámbito subjetivo, que son los recursos humanos, se sigue una lógica tribal al calor de diferencias estructurales: políticos versus profesionales, funcionarios versus interinos, funcionarios versus laborales, categorías, grupos y cuerpos, sindicalizados versus no sindicalizados, etc. Cada tribu posee sus posee sus pautas de comportamiento formales e informales, su propia religión, sus propios derechos y obligaciones tanto formales como tácitas y su natural aspiración a autogobernarse tribalmente o corporativamente. Las unidades de recursos humanos luchan por la gobernanza de un sistema primitivo, salvaje y casi familiar pero rara veces logra la unidad de acción ya que se enreda en unas alambicadas reglas que las propias unidades de recursos humanos han ido tejiendo para lograr precisamente unas reglas unitarias pero preñadas de excepciones por imposiciones históricas de las distintas correlaciones de fuerzas y acopio de poder de las distintas tribus de empleados públicos.

 

—Carles Ramió Matas. Catedrático de Ciencia Política y de la Administración. Diagnóstico de un modelo público de gestión de recursos humanos. El caso de España. Escuela Superior de Gobierno (2017)—









II. Los directivos públicos


 5.  Altos cargos y directivos públicos

A)  Cargos Políticos y Cargos Directivos públicos en España: modelo para armar

En la cúpula directiva de las administraciones públicas españolas se distinguen tres capas:


	
—  Los altos cargos de origen y naturaleza política (Subsecretarios, Consejeros autonómicos o Concejales delegados, por ejemplo).

	
—  Los altos cargos cubiertos por funcionarios (Subdirectores Generales en la administración del Estado, funcionarios de habilitación nacional en Ayuntamientos, Interventores autonómicos, por ejemplo).

	
—  Los directivos públicos reclutados mediante contratos de alta dirección y a los que se les encomiendan entes u organismos autónomos, normalmente del sector público (Gerentes de Universidades u organismos autónomos, por ejemplo).



Lo que tienen en común el Cargo Político y el Cargo Directivo es su papel de mando, orientación e impulso de políticas. Lo que les separa es que en el Cargo Político, tanto su nombramiento como su implicación son de naturaleza política (vinculada a razones de filiación ideológica y sujeta al juego electoral), mientras que el Directivo Público tiene un nombramiento más vinculado a su cualificación profesional y su implicación es más estable.

Así por ejemplo, el nicho natural del cargo político reside en la condición de alto cargo mediante nombramiento político para asumir responsabilidades en las administraciones públicas mientras que el nicho natural del cargo directivo reside en la condición de alto cargo mediante nombramiento para puesto de funcionario de libre designación (ej. Director del Museo del Prado), o mediante contrato de alta dirección para empresas u organismos públicos (ej. Gerente de empresa municipal de autobuses o de RTVE).

Es cierto que no existe una barrera nítida que distinga unos y otros, como también que no es infrecuente la movilidad entre esos cargos de personas que reúnen compromiso político con experiencia directiva empresarial. Lo que resulta inexcusable para ambos colectivos es la necesidad de dominar mínimamente los resortes de las nuevas tecnologías, de la gobernanza y de administración. No se concibe ningún oficial de buque que no tenga nociones de navegación y sin embargo no faltan cargos directivos en la administración pública sostenidos en la pura y simple confianza del nombramiento político.

Para superar la situación, el Estatuto Básico del Empleado Público se marcó unos objetivos precisos:


	
—  Calificar como personal directivo a quien «desarrolla funciones directivas profesionales en las Administraciones públicas» (lo que plantea la duda de identificar qué se entiende por «profesional»: ¿que vive del cargo?, ¿que no tiene vinculación política?, ¿qué son cargos de contenido directivo de tinte empresarial o administrativo?, etcétera).

	
—  Supeditar su nombramiento a las notas de mérito, capacidad e idoneidad (nota esta última de contenido «críptico» ya que lo que es idóneo para unos quizá no lo sea para otros, pues remite a un juicio subjetivo de valoración de aptitud).

	
—  Aprobar un Estatuto del personal directivo.



Sin embargo, el legislador se detuvo en esos términos y se remitió a un eventual reglamento estatal o autonómico para el desarrollo de tal figura, lo que ha permitido dejarla en el dique seco hasta tiempos mejores. Mientras tanto, el soporte al personal directivo viene dado por contratos de alta dirección sometidos a régimen laboral al amparo del viejo Real Decreto 1382/1985, de 1 de agosto.


Él no sabe nada; piensa que lo sabe todo, así que todo apunta claramente a que hará carrera política.

 

—George Berard Shaw (1856-1950), escritor irlandés—



B)  Claves del liderazgo público

La clave del éxito es conseguir que los directivos públicos infundan liderazgo. ¿Qué es liderazgo en la órbita administrativa? A mi juicio, el liderazgo público, como cualidad que deberían ostentar quienes ejerzan puestos de trabajo con rango de Jefatura en la Administración (Jefes de Servicio y Jefes de Sección respecto de las unidades inferiores) requiere varias cualidades personales en el directivo:


	
—  Tener legitimidad para mandar derivada del conocimiento.

	
—  Contar con credibilidad ética, sin trayectoria manchada por implicación en la corrupción o manejos oscuros.

	
—  Saber elogiar al funcionario que cumple y saber motivar a quien no cumple.

	
—  Saber tener iniciativas y no esperar que otros marquen el rumbo.

	
—  Saber escuchar elogios y críticas.

	
—  Saber aceptar la responsabilidad por los errores propios y por los de su personal dependiente.

	
—  Favorecer plena accesibilidad al personal de su dependencia a los que recibe sin protocolos y a los que devuelve las llamadas.



¿Y quién o qué da esas cualidades? Como bien se dice en la Universidad de Salamanca, lo que natura non da, Salamanca non praesta. Son cualidades que da la experiencia, la educación o una mezcla de formación específica con talante abierto. No importa tanto el cociente intelectual como el cociente emocional (capacidad de empatía) y el cociente institucional (tener interiorizados los fines de la organización).

Pero esas cualidades que aseguran el respeto y confianza del personal no son suficientes para el éxito en la gestión pública. No es buen jefe el que solamente consigue buen ambiente en la Unidad sino el que además consigue los objetivos de la organización. Y aquí se imponen virtudes que no abundan:


	
—  Visión holística o global de los problemas de la organización.

	
—  Saber adaptarse en contextos turbulentos.

	
—  Saber tomar decisiones basadas en aluviones de datos y escenarios de incertidumbre, y proceder a su ejecución rápida.

	
—  Saber adoptar estrategias a medio o largo plazo, evitando cerrar en falso con medidas populistas los problemas.

	
—  Saber delegar pues así se multiplica la labor directiva en extensión e intensidad. No delegar supone convertir al directivo público en un pararrayos para lo bueno y para lo malo.

	
—  Saber canalizar las iniciativas, quejas y acuerdos hacia quienes tienen capacidad de solventarlos.



Sin embargo, ni las cualidades personales ni el dominio de las técnicas de gobierno son el criterio que marca la atribución de la jefatura en la administración pública. Existen reglamentos, pactos y criterios consolidados que para investir de la Jefatura administrativa parten de criterios tan débiles como el éxito en la gestión en la unidad inferior o la mera antigüedad.

Si se parte del éxito y reconocimiento como jefe de la unidad inferior, como trampolín para atribuir la jefatura en la superior, nos encontramos con el Principio de Peter: Todo empleado tiende a ascender hasta su nivel de incompetencia (Laurence J. Peter). Algo así como contar con un buen enfermero y ascenderlo a médico. Y así las jefaturas se van cubriendo por incompetentes con el efecto perverso de que el trabajo seguirá haciéndolo los inferiores.

El triste panorama son administraciones marcadas por la dispersión en la calidad directiva. En la inmensa mayoría de los casos, aunque el cargo político o directivo sean nefastos, la administración lo soporta como buque que flota a merced de la tormenta, esperando a que escampe, pues la organización jerárquica asegura la unidad y gestión pública con solvencia, corrigiendo posibles errores. En efecto, normalmente los funcionarios del cuerpo Técnico copan los cargos de jefatura y conocen su misión; particularmente ejemplar resulta en la administración del Estado el prestigioso cuerpo de Administradores Civiles del Estado, auténtica guardia pretoriana de los intereses públicos. En general, las administraciones públicas son organizaciones manifiestamente mejorables pero que prestan servicio dignamente a la masa de ciudadanos.

Sin embargo, excepcionalmente existen unidades administrativas con patologías en cuanto a liderazgo en todas las administraciones. He conocido administraciones como casas sin autoridad. Administraciones en que los Jefes de Servicio seguían la política del avestruz para huir de los problemas. Administraciones en que los auxiliares asumían el peso de todo el Servicio. Administraciones en que los Jefes de Servicio se entregaban a pausas de café hablando entre ellos como los mandos del ejército en el bar de oficiales mientras los soldados bregan en el frente. Administraciones en que la experiencia del personal inferior era más eficaz que los temarios memorizados en la oposición por su superior.

Lo triste es que lo público es algo serio que no admite frivolidades o fallos en la cadena de mando, revistiendo razón la vieja afirmación del escritor inglés Daniel Defoe «Es mejor tener un león a la cabeza de un ejército de ovejas, que una oveja a la cabeza de un ejército de leones».

En todo caso, las deficiencias de liderazgo administrativo se mantienen por la deficiencia de liderazgo político en las cúpulas superiores de la administración respectiva, ya que son la clase política y los gobernantes quienes tienen la alta responsabilidad de detectar las disfunciones y corregirlas, aunque procedan de sus propias decisiones o nombramientos.


¿Qué hacen los individuos cuando empiezan a desconfiar de sus jefes? Al objeto de protegerse a sí mismos, aplican las tres reglas de la economía del poder: la primera, invertir la dependencia jerárquica normal; la segunda, consolidar mediante alianzas la propia base de poder; la tercera, manipular para lograr una relación más ventajosa entre dedicación personal y recompensa por parte de la organización.

 

—Abraham Zaleznik (1924-2011), profesor estadounidense de organización y liderazgo, La mística del management, 1989—



C)  La formación de los directivos públicos

En la burocracia española no hay una especie de academia de West-Point como en el ejército americano, o como en la Escuela Nacional Francesa (ENA), de la que salen los oficiales o mandos administrativos, entre los que se cuentan los expresidentes de la República François Hollande y Jacques Chirac; el examen más temido es el «gran discurso oral», un examen ante un jurado en el que se les pide a los candidatos que hablen sobre un tema en particular, que puede ser cualquier cosa, desde tecnología o política hasta un género cinematográfico.

El sistema español parte de la idea de un filtro potente a la entrada de la administración y luego confiar a que las fuerzas y circunstancias de la carrera administrativa contribuyan a poner a cada uno en su sitio.

El problema radica en que no hay un sistema perfecto ni eficaz de designar esos cuadros directivos porque esa eficacia está conjurada por la fuerza del derecho a la promoción interna y movilidad de los altos cuerpos de funcionarios. Un fenómeno frecuente se da en que los funcionarios de nuevo ingreso (Inspectores de Hacienda, Abogados del Estado, Técnicos Comerciales del Estado, Administradores Civiles del Estado, etcétera) son jóvenes y sin experiencia, aunque posiblemente cuentan con ilusión y conocimientos sobrados. Lo que sucede es que son destinados a los puestos vacantes, que normalmente son los puestos menos codiciados, mientras que los de más elevada responsabilidad y retribuciones están en manos de los veteranos.

Algo parecido sucede también en la provisión de puestos de nivel intermedio (Secciones o Negociados) donde los últimos en llegar son los últimos en elegir, y además nadie puede moverse si no existe vacante.

El resultado es un mosaico curioso donde pueden existir líderes con carisma y funcionarios leales y entusiastas, pero también puede que tengan que trabajar quienes son pésimos jefes con pésimos funcionarios. O buenos directivos con malos funcionarios, y viceversa. Eso explica que cuando se trata de hacer una evaluación a bote pronto de la administración del Estado o la administración autonómica o local, el evaluador suele centrarse en un departamento o área funcional porque hay campos malditos con pésima gestión y campos adorables donde todo es de color rosa. De hecho, cuando existe un concurso de traslados y se ofrecen plazas vacantes, el avispado funcionario antes de solicitarlas, suele sondear como está la atmósfera de la plaza vacante (si hay mucho o poco trabajo, si el jefe es riguroso o benévolo, si el horario es rígido o flexible, etcétera).


Para ser cargo público cualquiera podría serlo siguiendo el consejo de Don Quijote a Sancho Panza para ser gobernador de la ínsula Barataria: «has de poner los ojos en quién eres, procurando conocerte a ti mismo, que es el más difícil conocimiento que puede imaginarse. Del conocerte saldrá el no hincharte como la rana que quiso igualarse con el buey».

 

—Miguel de Cervantes (1547-1616). Don Quijote de la Mancha, 1805—



D)  Se busca directivo público

En las tres primeras décadas de la democracia los cargos públicos eran codiciados. Unos por vocación de servir al interés general, ideales y valores personales. Otros para satisfacer sus apetitos inconfesables de poder y soberbia inherentes al tratamiento, el coche oficial o el despacho con secretaría. Y no faltan los que persiguen un medio de vida cómodo.

Sin embargo, durante los últimos años asistimos a una silenciosa situación que quizá también usted intuye tras las últimas elecciones (europeas, nacionales, autonómicas y locales) y es que se mantiene la codicia por el bastón de mando de primera línea, ministro, consejero, o equivalente, o por el plácido escaño parlamentario, pero en cambio reina un clima de desinterés por desempeñar los cargos políticos intermedios, esto es los «coroneles» del poder político.

¿Qué ha cambiado? Me temo que ya no compensa el oropel de un cargo directivo tanto como en el pasado por tres razones:


	
—  La primera, porque quien lleva una vida tranquila como empresario, profesional, o como alto funcionario, no desea cambiar su vida por la del cargo público. No le atrae la total dedicación ni la zozobra propia del zafarrancho que es la vida pública, ni tener que estar siempre alerta a la noticia o a la orden superior, siempre pegado al móvil o dispuesto a reunirse con quien toque.

	
—  La segunda razón para no desempeñar un cargo público, es el duro juicio popular y mediático a que es sometido desde el día siguiente de tomar posesión, propicio a la lapidación, bien por parte de grupos de interés, bien por parte de medios de comunicación, bien por la oposición política. Sin olvidar las redes sociales con fake news que hunden la reputación del santo Job. A ello se suman las críticas veladas desde las propias filas, pues toda organización cuenta con sus avispas, hienas y serpientes. De hecho, suele decirse que a las cumbres del poder, como a las de las montañas, llegan tanto las águilas como los reptiles.

	
—  La tercera dificultad que frena el atractivo del cargo público la ofrece el contexto jurídico en que debe actuar el poder ejecutivo. El Estado, la Comunidad Autónoma y el Ayuntamiento tienen que servir al interés público pero según la ley. Esa es una obligación constitucional y moral, que además juran al tomar posesión.



El problema es que las leyes cada vez dejan menos margen de actuación política. El ministro, consejero o Alcalde fijan metas pero son los altos cargos (viceconsejeros, concejales, jefes de área y otros directivos públicos), los que tienen que buscar los caminos. Cada vuelta de tuerca del legislador supone limitar más la viabilidad de las políticas. Entre la libertad del poder público y su encadenamiento hay un término medio que todavía no se ha alcanzado en España. Veamos algunos ejemplos.

La última Ley de Contratos del Sector Público de 2017 es una barrera de trámites y garantías que hacen que contratar un gaitero para la fiesta local resulte más complicado y lleve más tiempo que si el concejal aprende a tocar la gaita y la construye con sus propias manos.

La Ley de Transparencia de 2013 sirve a unos pocos que piden datos, a veces útiles y a veces extravagantes, pero que mantiene ocupados a muchos empleados públicos facilitándolos.

La Ley de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local de 2013 con su carga de controles financieros y presupuestarios ha conseguido convertir a los entes locales en una especie de Fort Knox, la base militar americana que guarda las reservas de oro de Estados Unidos y donde lo que entra no sale ni con fórceps. O sea, que a las administraciones públicas paradójicamente le resulta más fácil ingresar que gastar.

El Estatuto Básico del Empleado Público de 2015 (nacido en 2007) tiene la virtud de convertir las administraciones, puertas adentro, en un febril zoco donde se negocian promociones, puestos, plazas y retribuciones, entre políticos y funcionarios o trabajadores, y no siempre bajo criterios objetivos ni por supuesto, con fruto de mayor o mejor servicio público.

La Ley Orgánica de 2018 de protección de datos consume infinidad de energías de la vida administrativa, en un laberinto de trámites de consentimiento, anonimato y opacidad, en vez de orientarse al servicio público cuya agilidad a veces requiere sacrificar garantías que nadie quiere.

A todo ello se suma un aluvión de leyes estatales básicas, leyes autonómicas, ordenanzas, directivas europeas y otras regulaciones que alzan un campo de minas por donde debe caminar el alto cargo público.

Por si fuera poco, si esas leyes no se cumplen, el político sabe que acechan los órganos jurisdiccionales, el Tribunal de Cuentas, la Agencia de Protección de Datos, el Consejo de Transparencia y otros muchos órganos de inspección, sin olvidar la lupa parlamentaria siempre lista para plantear preguntas que esperan respuestas urgentes, en un curioso carteo y diálogo entre ejecutivo y legislativo. Mientras tanto, el ciudadano espera que se resuelva su lista de espera sanitaria, que hacienda no le estrangule, que le atienda un rostro humano en la oficina pública en vez de una críptica técnica electrónica, o que su solicitud de asistencia social merezca respuesta, por ejemplo.

Además de ese insoportable peso del control, el alto cargo público sabe que aunque cese en el cargo, durante un tiempo le acompañarán los ecos de su paso por la política, bien apuntado con el dedo acusador o bien teniendo que acudir a comparecencias o cumplimentar controles para demostrar que no se ha llevado el perchero del despacho.

Para más inri, el mito de los altos sueldos de los políticos es cosa del pasado. Hoy día son sueldos dignos pero inferiores a los de menor responsabilidad del mundo privado, e incluso hay administraciones en que los altos cargos cobran menos que los funcionarios a su cargo (por ejemplo, un viceconsejero respecto de su veterano jefe de servicio), circunstancias que explican la falta de voluntarios para asumir el servicio en interés público.

Por último, buena parte de la juventud actual tiene una pobre opinión de la clase política, aunque pone mucho empeño en criticar todo lo que se haga por cualquier gobierno y además en reclamar servicios o prestaciones sin reparar en costes o viabilidad. Puede entenderse que alguien no esté muy entusiasmado en servir como alto cargo de Trump o Putin, pero no se entiende ese rechazo en un país como España, en que tenemos una clase política manifiestamente mejorable pero que afortunadamente siempre ha sido consciente de la necesidad de dotarse de altos directivos o cargos públicos profesionales y con vocación de servicio público, y siempre ha respetado las reglas del juego burocrático.

En suma, no es fácil vivir soportando, al mismo tiempo, la adulación y crítica, mientras se intentan hacer cosas serias. Por eso, en el escenario descrito, en que el directivo público sabe que estará cargado de cadenas de normas absurdas y bajo la mirada popular implacable, con retribución ajustada, no es extraño que cuando le ofrecen un cargo público, conteste bíblicamente «Aparta de mí ese cáliz».


La política es un aburrimiento fuerte y lento en escenarios duros. Se necesita tanto pasión como perspectiva. Ciertamente, toda experiencia histórica confirma la verdad: que el hombre no habría alcanzado lo posible a menos que una y otra vez hubiera buscado lo imposible. Pero para hacer eso, un hombre debe ser un líder, y no solo un líder sino también un héroe, en un sentido muy sobrio de la palabra. E incluso aquellos que no son líderes ni héroes deben armarse con esa firmeza de corazón que puede desafiar incluso el desmoronamiento de todas las esperanzas. Esto es necesario en este momento, de lo contrario, los hombres no podrán lograr ni siquiera lo que es posible hoy en día.

 

—Max Weber (1864-1920), politólogo alemán—



6.  La sutil interferencia política en lo burocrático

A)  Consultoría pública al salón

Gobernar no es fácil y llegar a gobernar más difícil todavía. El político sabe que en su camino electoral tiene que luchar con sus propias huestes (y el fuego amigo), con los competidores y con el azar que lleva a que el escándalo de última hora o un suceso global incline la balanza electoral.
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